
		
			[image: ]
		

		

		
			DIGITALIZACIÓN Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA: 
EL DERECHO A LA DESCONEXIÓN DIGITAL EN EL MARCO JURÍDICO ESPAÑOL

			[image: ]

		

		
		


		
		

	

  

		
			

			1. DIGITALIZACIÓN Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA: DEFINICIÓN DE CONCEPTOS Y DELIMITACIÓN DEL ÁMBITO DE INFLUENCIA

			Como concepto, es posible definir la negociación colectiva como el proceso mediante el cual se lleva a cabo una relación entre las organizaciones de trabajadores (usualmente, los sindicatos) y las organizaciones de empleadores (o sus respectivos representantes), ello con la finalidad conjunta de regular las relaciones laborales y las condiciones de trabajo.

			En lo que al mercado productivo respecta, la creciente digitalización a la que se ha enfrentado la sociedad occidental y el resto del mundo en las últimas décadas, así como la globalización, han ido modificando el modelo de producción mundial.

			Con ello, han emergido dos fenómenos específicos y que conforman la clave para comprender la naturaleza de este cambio: la fragmentación del proceso productivo por un lado, y por otro, la irrupción de medios digitales que han ido automatizando las tareas a través de la robótica y la inteligencia artificial.

			Es menester para ello, parafraseando a la OIT (2019) “el encauzamiento del desarrollo tecnológico en favor del trabajo decente”.

			Se ha planteado la existencia de un efecto asimétrico generado por la globalización económica, puesto que las empresas trasnacionales actúan a escala global, ello a causa de la disminución continua de los costes de transacción que ha propiciado el desvanecimiento de las fronteras del comercio, mientras que las instituciones políticas actúan en ámbitos regionales o bien nacionales. 

			Esto implica que mientras la acción empresarial puede desplegarse libremente a lo largo y ancho del tablero a nivel mundial, las libertades colectivas pertenecientes a los trabajadores quedan constreñidas a aquello que se haya otorgado y que se encuentre amparado o contemplado en las distintas regulaciones nacionales.

			Es innegable que la tecnología ha constituido el eje fundamental de la reestructuración empresarial tal y como la conocemos: con el advenimiento de internet y las profundas modificaciones en las telecomunicaciones que el mismo provocó, las empresas, para asegurar su continuidad y competitividad en el mercado, pasaron a depender en gran medida de las tecnologías y de la informática e internet, incluso existiendo modelos de negocio dependientes del trabajo mediante las plataformas digitales en su totalidad.

			La autora Carlota Pérez ha afirmado en sus postulados que nos encontramos ante el advenimiento de la quinta revolución tecnológica y que ello va unido a un nuevo paradigma y a una nueva forma de hacer también en los ámbitos tanto tecnológico como económico.

			Existe, de momento, una notable ausencia de legislación guía formulada de manera clara y el marco jurídico relativo a la inteligencia artificial se encuentra conformado por escasas normas situadas en diferentes países y ámbitos. 

			Por tanto el impacto real de la aplicación práctica de la inteligencia artificial no queda del todo cubierta.

			A modo de ejemplo, en Corea del Sur, la Intelligent Robots Development and Research in Vehicle Evolution Act (2017), establece unos mínimos estándares respecto al desarrollo de coches autónomos. 

			También en España, el Real Decreto Ley 21/2017, de 29 de diciembre, de medidas urgentes para la adaptación del derecho español a la normativa de la UE en materia del mercado de valores. 

			Estas normas han regulado una serie de medidas preventivas con la intención de ofrecer garantías en cuanto a que los sistemas de negociación algorítmica no generen anomalías en las condiciones de negociación del mercado.

			Se encuentran ya en vigor actualmente en el marco comunitario, la Directiva de la UE 2024/2831 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2024, relativa a la mejora de las condiciones laborales en el trabajo en plataformas. 

			La Directiva fue formulada con el objetivo de “garantizar la equidad, la transparencia y la responsabilidad en la gestión de los algoritmos en el contexto del trabajo en plataformas”. 

			Así como el Reglamento de la UE 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, por el que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial y por el que se modifican los Reglamentos (CE) nº 300/2008, (UE) nº 167/2013, (UE) nº 168/2013, (UE) 2018/858, (UE) 2018/1139 y (UE) 2019/2144 y las Directivas 2014/90/UE, (UE) 2016/797 y (UE) 2020/1828 (Reglamento de Inteligencia Artificial).

			El Reglamento cita como uno de sus principales objetivos el de “garantizar que los sistemas de inteligencia artificial introducidos y usados en el mercado de la Unión Europea sean seguros y respeten la legislación vigente en materia de derechos fundamentales y valores de la Unión”.

			En España, en relación a la normativa laboral, el artículo 22 del Reglamento General de Protección de Datos establece la prohibición de que una persona física pueda ser objeto de decisiones basadas exclusivamente en el tratamiento automatizado de sus datos personales.

			Condición que sería también aplicable (aunque con excepciones) en cuanto a lo relativo a las relacionas laborales.

			Resulta también digno de mención, que el apartado d) del artículo 6.4 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (ET), que se modificó por el Real Decreto-ley 9/2021, de 11 de mayo.

			

			Por este apartado se modificaba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y su objetivo era el de establecer garantías respecto a los derechos laborales de aquellas personas que se dedican al reparto en el área de las plataformas digitales.

			A través de la misma, se permitirá que la empresa de las instrucciones en las que se basan los sistemas de inteligencia artificial o los algoritmos pueda informar a la representación legal de la plantilla.

			Esta ostentará este derecho puesto que dichos algoritmos normalmente influyen en gran medida en la toma de decisiones respecto a las condiciones de trabajo.

			La Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial (ENIA) con la que cuenta España ha sido creada con la finalidad de establecer el marco de referencia para desarrollar una inteligencia artificial de manera que resulte sostenible y cuya principal preocupación sea la ciudadanía (proyecto que forma parte de la Agenda España Digital 2025).

			Además, ha sido creada la Agencia Española de Supervisión de Inteligencia artificial (AESIA), de   la mano de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, cuya finalidad es la de auditar los algoritmos pertenecientes a empresas, administraciones públicas y redes sociales.

			Es necesario recordar que debido a su naturaleza, la negociación colectiva en el marco de la legislación laboral existente, por sí misma puede conformar, en efecto, la herramienta adecuada para la intervención en las estrategias de transformación tecnológica de las empresas, realizando una labor activa de cara a completar una función preventiva respecto a todos estos cambios que facilitaría también encauzar las consecuencias de los mismos. 

			Por ejemplo, en base a lo regulado en el artículo 85.1 del Estatuto de los Trabajadores (ET), los convenios colectivos (mientras se mantengan en el cumplimiento de la Ley), tienen la potestad de regular asuntos de carácter sindical, laboral, económico que afecte a las relaciones laborales y las condiciones de trabajo.

			Cabe también señalar que existen otras disposiciones normativas que enfatizan la necesidad de la negociación colectiva de garantizar y velar por los datos personales de las personas trabajadoras en el contexto del manejo de las nuevas tecnologías. 

			Por ejemplo, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales (LOPD).

			En su artículo 91, la citada Ley establece como posible opción la inclusión de garantías adicionales en lo que concierne a los derechos relativos al tratamiento de los datos personales de las personas trabajadoras y la protección de los derechos digitales en el ámbito del trabajo.

			Esto es de suma relevancia siendo que la relación entre el tratamiento y la obtención de datos personales y la inteligencia artificial está demostrando ser considerablemente estrecha.

			

			Es por ello que viene a colación mencionar que en la misma dirección, las organizaciones sindicales más representativas en España, la Unión General de Trabajadoras y Trabajadores (UGT) y Comisiones Obreras (CCOO), han establecido además una serie de guías orientativas para los sujetos implicados en las negociaciones.

			Es posible, y a menudo constituye uno de los temas de discusión respecto a este ámbito, que exista una cierta brecha regulatoria que se da entre la aplicación de las innovaciones tecnológicas en el área empresarial y las modificaciones normativas que se implementan, por el retraso temporal que a menudo se da entre las mismas. 

			Además, desafortunadamente, el porcentaje de convenios colectivos que incluyen regulaciones en materia de nuevas tecnologías, en concreto de inteligencia artificial, todavía a día de hoy no alcanzan el nivel que cabría esperar en relación a la influencia real de la inteligencia artificial en el derecho del trabajo.

			Sería correcto afirmar que, hasta la fecha, en lo que atañe a la influencia de la inteligencia artificial en la acción colectiva en general y en la libertad sindical en particular, la inteligencia artificial ha irrumpido con fuerza. 

			Esta irrupción de la inteligencia artificial en el entorno de la empresa, así como los efectos que la misma ha ido desplegando en las instituciones que hasta ahora conformaban la base de las relaciones laborales, siguen siendo objeto de debate. 

			Pero no hay que olvidar el debate que se está generando también entorno al significado, utilidad y nuevos objetivos que tendrán los sindicatos y el papel, que debe ser fundamental, de los mismos en todos estos cambios.

			Esto se debe a que es necesario recordar que la acción colectiva siempre ha funcionado como medida de presión, reivindicación, organización y defensa de los derechos de las personas trabajadoras. 

			La cual constituye acción colectiva, si bien es cierto que normalmente se ha desarrollado en España en el ámbito de las organizaciones sindicales. 

			En el artículo 28 de la Constitución Española es donde se encuentra regulado el derecho a la libertad sindical en España de manera más esencial. 

			Así como el derecho a la acción sindical, y en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical (LOLS), en su artículo 2.1.d) aparece regulado el derecho a la libertad sindical y, dentro del mismo, a la actividad sindical. 

			Y de la misma manera el artículo 2.2.d) de la misma norma, establece que las organizaciones sindicales ostentan el derecho a desarrollar actividades sindicales tanto fuera como dentro de las empresas.

			De manera que todo ello constituye el abanico de posibilidades, medios y posibles vías de defensa de los que disponen actualmente los sindicatos para asegurar las garantías que defienden. 

			Es decir, en el seno de las propias empresas tendríamos como herramientas esenciales de acción sindical las medidas de conflicto colectivo. 

			Estas se encuentran reguladas en el artículo 37.2 de la Constitución Española, la negociación colectiva, establecida en el artículo 37.1 de la Constitución Española. 

			Y la huelga, según lo regulado en el artículo 28.2 de la Constitución Española, además de las asambleas, los instrumentos de consultas y herramientas de formación, y la posibilidad de representación sindical y unitaria para el posicionamiento visible en la empresa, entre otros.

			Por tanto, este detallado análisis respecto a la implantación de la inteligencia artificial como instrumento de organización puede clarificar situaciones tumultuosas o conflictivas que se puedan dar en el seno de las empresas y frente a las que es necesario emprender la acción sindical. 

			Es posible una mayor contextualización y una considerable optimización de las posibilidades de identificación del conflicto.

			También es un instrumento que permite, de manera casi cristalina, proporcionar un esquema claro y detallado de la evolución del derecho laboral y las relaciones laborales

			Y el cómo se puede desarrollar y traducir todo ello en lo que terminarán siendo las vías de acción sindicales y la acción empresarial en el futuro. 

			Todo ello forjado junto al impacto de estas nuevas tecnologías y de la inteligencia artificial.

			

			Entre otros aspectos, en lo que a la representación sindical y legal de la plantilla de trabajadores concierne, el trabajo en plataformas es un claro ejemplo donde se cristaliza a la perfección pudiéndose observar gran parte de la problemática de las nuevas tecnologías ligadas al trabajo. 

			Por ejemplo, en el caso de las personas trabajadoras clasificadas como autónomos, quienes no se encuentran actualmente amparados a nivel legal por el Estatuto de los Trabajadores (ET), y ello por descontado tampoco les otorga la protección ni la posibilidad de hacer uso de los derechos colectivos, además de los individuales.

			No hay que olvidar que la negociación colectiva tradicional fue creada con los centros de trabajo tradicionales y las personas trabajadoras por cuenta ajena que allí prestan sus servicios, en mente. 

			Y el actual desdibujamiento del claro componente físico, local y territorial que hasta ahora existía, va avanzando y va creando cada vez una mayor dispersión tanto en los centros de trabajo como a nivel territorial y geográfico.

			Esto dificulta el establecimiento y el refuerzo de los lazos de confianza y compañerismo entre los miembros de las propias empresas, tanto miembros de la plantilla como personal directivo, socios, colaboradores, etc.

			Mucho se ha especulado respecto a la posible sustitución progresiva de las personas trabajadoras por robots o máquinas, ya que en algunos sectores se ha dado una cierta sustitución de algunas tareas. 

			

			La sustitución se ha dado efectivamente, por elementos o dispositivos robóticos o tecnológicos, y es que, aunque en principio pudiera parecer una mejora, un signo de progreso.

			Constituye también un alivio para el trabajador que realizara trabajos monótonos o físicamente pesados, se ha remarcado, quizá en exceso, que es necesario salvaguardar las oportunidades de empleo a nivel tanto colectivo como individual, ello en lugar de la supuesta conveniencia y comodidad que ofrece la sustitución del trabajo por maquinaria, utilizando muchas veces como ejemplo paradigmático lo ocurrido desde el siglo XIX con la Revolución Industrial.

			En concreto en España, en el sector agrario con la sustitución del trabajo manual por maquinaria, que si bien ha supuesto una mejora en la calidad de vida, puesto que en las zonas rurales se desempeñaban y desempeñan trabajos físicamente pesados, también ha supuesto una reducción del empleo y de las oportunidades en dicho ámbito. 

			Ello en un país donde el sector primario ha tenido y sigue teniendo un gran peso.

			Y todo esto como efecto cumulativo terminaría causando una menor cohesión y un menor refuerzo de la estructura y del eje central de las organizaciones sindicales, puesto que la plantilla en las empresas terminaría efectivamente reduciéndose. 

			Estas consecuencias, muy probablemente tendría implicaciones sobre las garantías sindicales, entre ellas la representatividad con la pérdida de representantes unitarios. 

			

			Además de a nivel de números puesto que ello reduciría el número de personas trabajadoras afiliadas a los mismos sindicatos causando una disminución del nivel de implantación y afiliación de los mismos.

			Se ha debatido también el hecho de que, en cuanto al derecho a huelga, la implantación de las nuevas tecnologías y la inteligencia artificial en la empresa, ha resultado más permisivo en cuanto a la sustitución del desempeño de tareas por humanos por medios tecnológicos durante el desarrollo de una huelga. 

			Ello ha resultado en la práctica que se ha denominado como esquirolaje tecnológico frente al esquirolaje humano tradicional.

			En concreto, es el artículo 82.2 de la Constitución Española donde aparece regulado el derecho a la huelga, el cual constituye una medida de autotutela.

			Esta es un derecho de las personas trabajadoras creada a partir de la interrupción del proceso productivo mediante la realización de varios comportamientos, principalmente la cesación del trabajo y el cese temporal de la asistencia al mismo, ejercido de manera consciente y colectiva por parte de las personas trabajadoras y que pretende la defensa de sus derechos laborales frente a un conflicto colectivo en el trabajo.

			Cierto es que la normativa y el ordenamiento jurídico no permiten la sustitución de los huelguistas por personas trabajadoras que no se encontrasen vinculadas a la empresa en el momento en que haya sido comunicado el ejercicio de la huelga. 

			Mientras que, en lo que a la inteligencia artificial respecta, se otorga una permisividad mucho mayor a lo que produciría los mismos efectos que el esquirolaje tradicional llevado a cabo por humanos. 

			Pero en el caso de la tecnología, todavía no existe normativa que regule el derecho a huelga y por tanto, se da el riesgo de la violación de este derecho si se consideran los medios tecnológicos como sujetos que en ocasiones pueden emplearse como sustitutos de las personas trabajadoras.

			Las resoluciones tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo respecto al empleo de medios tecnológicos así como de inteligencia artificial por parte del personal directivo de la empresa, como herramienta sustitutiva de personas trabajadoras durante el ejercicio del derecho a la huelga, en su mayoría, cabe decir que ha sido considerado como una posibilidad permisible y viable.

			Asumiendo que por tanto no interfiere en el ejercicio del derecho a huelga, el cual obviamente se percibe en este contexto como un derecho meramente ceñido al sujeto humano, y no al tecnológico.

			De esta manera la jurisprudencia también apoya la posibilidad del empresario de mantener su nivel de actividad durante la huelga, y la no obligación de colaborar en modo alguno con el ejercicio de la huelga, lo cual ofrece ciertas garantías y libertades para el empresario. 

			

			Algo que vale la pena mencionar en un ordenamiento jurídico como el español, tradicionalmente y a día de hoy todavía muy garantista, en parte justificadamente, respecto los derechos de la parte trabajadora. 

			Pero no siempre con los del empresario, que, al entenderse como la parte intrínsecamente más poderosa en la relación laboral, no siempre ha contado con todas las garantías legales ni el apoyo organizativo con el que han contado las personas trabajadoras.

			La problemática del traslado de las vías tradicionales de negociación colectiva, en todo caso, a las plataformas y medios digitales, se ha ido diversificando y adquiriendo complejidad a medida que se han ido generando estas tecnologías y se han ido descentralizando las unidades de negociación. 

			Además del procesamiento de datos relativos a información obtenida de las personas trabajadoras y procesada, medida y ordenada mediante el Big Data y la inteligencia artificial de una manera que anteriormente a la implantación de estas tecnologías hubiera sido prácticamente imposible. 

			Esto sumado al hecho de que la manera tradicional en que se desarrollaba el funcionamiento del fuero interno de estas empresas está siendo notablemente alterada.

			Por ejemplo, las
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